
 

 



 

 

 

 

 

La exposición «Huelva: La Guerra Civil en sus documentos», realizada y 

comisariada por José María García Márquez, se inició en junio de 2009 

en los salones del Hotel París de Huelva y desde entonces millares de 

vecinos de la provincia han podido ver su contenido. Manzanilla, 

Villablanca, San Juan del Puerto, El Almendro, Almonaster la Real, 

Santa Ana, Valverde del Camino, Nerva, Aljaraque, Villarrasa, Isla 

Cristina, Aracena o Linares de la Sierra, son algunos de los pueblos 

onubenses donde la muestra se ha presentado con gran éxito. La 

exposición contiene una variada colección documental de indudable 

interés de los fondos del Consejo de Guerra Permanente de Huelva, 

cuyos procedimientos fueron digitalizados en el archivo del Tribunal 

Militar Territorial Segundo de Sevilla y son accesibles al público a 

través de la página web de la Diputación. 
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El Proyecto 

 
Los archivos judiciales militares suponen un fondo documental  de primer 
orden para el estudio de la Guerra Civil y la postguerra. Su valor se 
acrecienta cuando los archivos relativos a la represión, como los 
policiales, los de la Guardia Civil y los Gobiernos Militares, no están 
disponibles. 

Desde la apertura a la investigación de los fondos históricos del 
Tribunal Militar Territorial Segundo de Sevilla, tanto los historiadores e 
investigadores onubenses, como los familiares de represaliados que 
intentaban acceder a los procedimientos judiciales, tropezaban con la 
imposibilidad de llevar a cabo sus consultas, pues, lamentablemente, no se 
contaba con ningún catálogo, registro o fichero sobre la documentación 
que se apilaba en el archivo del Tribunal.  

Para subsanar esa situación, en la primavera de 2.006 se planteó a 
la Diputación Provincial de Huelva la necesidad de acometer un proyecto 
de recuperación de la documentación que permitiera su catalogación y, 
para poder ubicar en Huelva una copia de la misma, proceder al mismo 
tiempo a su digitalización. 

El proyecto fue posible llevarlo a cabo gracias a la disposición de 
los responsables del Tribunal Militar Territorial Segundo de Sevilla y el 
apoyo de la Diputación Provincial de Huelva. En dos años fueron 
clasificados y catalogados todos los procedimientos almacenados del 
Consejo de Guerra Permanente de Huelva, así como decenas de consejos 
de guerra celebrados contra vecinos onubenses llevados a cabo en otras 
plazas, como Sevilla, Cádiz, Algeciras, etc. y que fueron localizados en el 
transcurso del trabajo. Simultáneamente a su catalogación se procedió a 
digitalizar en su totalidad  los documentos del fondo, consiguiéndose con 
ello no solamente una copia fiel de sus contenidos sino, lo más importante, 
una preservación del material para el futuro, dadas las precarias 
condiciones de conservación.  

Los resultados del trabajo llevado a cabo, fueron éstos: 
 
Período catalogado   1.936-1.943 
Procedimientos judiciales  2.488 
Personas encartadas   5.067 
 
La información fue volcada en 2.310 CDs y 83 DVDs de seguridad, 

con un volumen global de 347,6 Gigas, correspondientes a 179.179 
páginas digitalizadas. 
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La República juzgada 
 

 
La sublevación militar de julio de 1.936 buscó, sobre todo, eliminar 

la Segunda República. Esta eliminación suponía, en primer lugar, abolir 
los derechos y libertades que recogía su Constitución y, en segundo lugar, 
acabar con las organizaciones políticas y sindicales. Todo aquello que, en 
mayor o menor medida, supuso un peligro para los intereses de las clases 
dominantes fue extirpado mediante la expeditiva cirugía que constituyó la 
llamada “justicia militar”. 

Son numerosas las referencias al período republicano que 
encontramos en los consejos de guerra. Muchas de las actividades legales 
que se llevaron a cabo entonces, fueron utilizadas tras el golpe militar 
como elementos decisivos para acusar a los procesados. 

La República, de esta forma, se vio juzgada una y otra vez por 
aquellos que la consideraron su enemigo principal y que buscaron en su 
descrédito la forma de afianzar el “Nuevo Régimen”. 

Los conflictos sindicales y las huelgas desarrolladas, los sucesos de 
1.934, las continuas reivindicaciones obreras planteadas, etc., 
constituyeron las bases acusatorias de muchos dirigentes sindicales y 
trabajadores en general. Documentos diversos y papeles de todo tipo de 
dicho período, la mayoría intervenidos en registros, fueron utilizados 
como”pruebas” inequívocas del carácter “desafecto” del acusado y 
llevadas a los consejos de guerra. 

Este interés, muchas veces desmesurado, en aportar las “pruebas” 
de los supuestos delitos cometidos, ha permitido que se conserven 
documentos de excepcional interés, que es difícil, cuando no imposible, 
localizarlos en otro lugar o archivo.  
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Durante la República se construyeron Casas del Pueblo y centros obreros 
por todos los rincones de la provincia. 
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Su construcción fue posible por el trabajo voluntario y las aportaciones 
económicas de millares de trabajadores. 
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Por sus propias reivindicaciones o en solidaridad con otros trabajadores, 
la lucha sindical se manifestó abierta y continuamente. 
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“La cultura es la base fundamental de los pueblos. Un pueblo ignaro es 
siempre esclavo”, decía esta propaganda anarquista.
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La lucha sindical de los mineros de Riotinto constituyó un referente para 
muchos trabajadores onubenses. En este texto su secretario general, 
Crescenciano Bilbao, convoca un plebiscito ante las pretensiones de la 
empresa. 
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Las Bases de Trabajo, antecesoras de los convenios colectivos, fueron 
progresivamente elevando el nivel de vida de los trabajadores.
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Destacados hombres de la vida pública y política participaron legalmente 
en las logias masónicas. Sus componentes serían duramente represaliados 
tras el golpe militar. 
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Las organizaciones políticas y sindicales de todos los signos, jamás 
gozaron de tanta libertad para desarrollarse y afiliar a miles de 
onubenses. Estas afiliaciones serían, tras la sublevación, motivo suficiente 
para condenar a muchos de ellos. En este caso vemos el talón de cuota 
pagado por Enrique Bueno Cruz, concejal que fue del Ayuntamiento de 
Huelva por Izquierda Republicana y condenado a reclusión perpetua. 
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Las huelgas y sucesos de octubre de 1.934 trajeron consigo una fuerte 
represión en todo el país. En Huelva se practicaron numerosas 
detenciones. 
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 El conocido líder minero Ramón González Peña, diputado por Huelva en 
las tres elecciones generales que se celebraron, fue detenido y condenado 
a muerte. Estando en prisión y antes de ser conmutada su pena, dirigía 
esta carta a Elías Palma, secretario de la Agrupación Socialista de 
Huelva.   
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En febrero de 1.936, tras una dura campaña electoral, el Frente Popular 
alcanzó la victoria.  
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Tras el triunfo en las elecciones, el farmacéutico y diputado Luis Cordero 
Bel agradece el voto al pueblo de Huelva.  
 
La República consumía sus últimas horas de existencia. El triunfo electoral 
del Frente Popular traería consigo, en cinco meses, el golpe militar. 
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El golpe militar y los llamados “días rojos” 

 
 

 
Con las primeras noticias de la sublevación, la reacción de las 

autoridades republicanas y las organizaciones políticas y sindicales de la 
izquierda se manifestó de forma inmediata. Se constituyeron 
apresuradamente Comités para organizar la defensa de los pueblos ante el 
golpe; se practicaron numerosas detenciones de significados derechistas 
para que no se sumaran a los rebeldes; se decretó la huelga general en 
todos los rincones de la provincia y se llevaron a cabo numerosas requisas 
de  ganado y alimentos para mantener a los trabajadores y sus familias 
mientras duraba la huelga. La necesidad más acuciante que se planteó a 
estos Comités fue, sin duda, la falta de armas para llevar a cabo la 
defensa.  

Tanto desde el Gobierno Civil como desde muchos de los propios 
Comités, se hicieron continuos llamamientos al orden y la serenidad para 
calmar la excitación que el golpe militar produjo en la Huelva 
republicana. No obstante, se sucedieron varios casos de asaltos a 
propiedades, Iglesias y quema de imágenes, que escaparon al control de 
las autoridades. Incluso se atentó contra la vida de algunas personas. 
Entre el 18 de julio y el 19 de septiembre de 1.936, fecha de ocupación de 
los últimos pueblos de la provincia, fueron 43 las víctimas de esa violencia 
descontrolada. Gracias a la firme actitud de las autoridades republicanas 
y los Comités, se impidieron que esas actuaciones se desbordasen y 
abarcasen a más personas.  

Estos días “rojos”, profusamente documentados en los consejos de 
guerra, enseñan la imposibilidad que tuvieron los pueblos de oponerse con 
medios adecuados a las pertrechadas columnas que se enviaron para su 
ocupación. Los escasos intentos que se dieron de oposición a estas 
columnas, fueron brutalmente reprimidos y las entradas en los pueblos 
fueron precedidas de huidas masivas de la población. 
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El alcalde de Villablanca, Próspero Álvarez,  se dirige a su pueblo el 18 de 
julio de 1.936 al tener conocimiento del golpe militar. 
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En Valverde del Camino, su alcalde Juan Fernández Romero, decreta la 
detención de significados derechistas. 
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Nerva. Autorización para requisa de armas. 
 

 
 

Nombramiento de guardias cívicos para la defensa en la aldea de La Corte 
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Salvoconducto para circular expedido en la pedanía de Torerera 
 

 
 

Requisa de vehículo en Paymogo 
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Los productos requisados eran distribuidos mediante vales, como este de 

Bollullos del Condado, con la firma de su alcalde José Acosta 
 

 
 

Requisa de gasolina en Rociana del Condado 
 

 
 

Vale por alpargatas expedido por el Comité de Aracena 
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Un par de botas de goma. Vale firmado por el alcalde de Zalamea la Real, 
Cándido Caro Valonero. 

 

 
 

Se solicitó dinero a algunos patronos para atender a los más necesitados 
durante la defensa 
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Las necesidades de algunos Comités llevaron incluso a emitir papel 
moneda, como estos billetes de Isla Cristina, confiscados por los 

sublevados tras ocupar el pueblo 
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En la propia capital, el Gobierno Civil, los sindicatos y el Comité del 
Frente Circunstancial, hicieron frente a todo tipo de necesidades mediante 
vales expedidos por sus dirigentes 
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Desde el primer momento, el gobernador Civil Diego Jiménez Castellano y 
los diputados Cordero Bel y Gutiérrez Prieto, enviaron continuos 
telegramas insistiendo en el mantenimiento del orden. 
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Los sindicatos llamaron a la defensa de la República y condenaron 
duramente los actos de pillaje y saqueo. 
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Por toda la provincia, los Comités intervinieron activamente en evitación 
de hechos delictivos. 
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Aunque no siempre se consiguió evitar la actuación de grupos 
incontrolados 
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Ocupación y represión. Los bandos de guerra. 
 

La provincia de Huelva, que contaba con algo más de 350.000 
habitantes,  fue una de las más duramente represaliadas de toda España. 
Las últimas cifras documentadas nos dicen que un mínimo de 6.019 
onubenses murieron víctimas de la represión. La mayor parte de ellos 
(5.633)  por aplicación de los llamados Bandos de Guerra, es decir, 
eliminados sin juicio alguno, frente a los 386 ejecutados por sentencias de 
pena de muerte dictadas en consejos de guerra. A medida que la 
investigación local avanza, las cifras se ven incrementadas continuamente. 

Los archivos judiciales militares reúnen suficiente información para 
establecer los mecanismos que utilizaron los sublevados en la represión. 
Aunque los archivos fundamentales de la represión militar (los formados 
por el Gobierno Militar de Huelva, la Jefatura de Policía y las 
comandancias de puesto de la Guardia Civil) no están disponibles para la 
investigación y se desconoce su paradero, la actuación de los jueces 
instructores militares en los procedimientos y su continua relación con la 
estructura represiva, ha dejado numerosa constancia documental de la 
forma y manera en que se llevaron a cabo las represalias. 

También recogen los procedimientos con frecuencia referencias de 
otras personas no procesadas, que ya habían sido represaliadas mediante 
la aplicación de los bandos de guerra y que, en la mayoría de los 1.278 
casos citados, no hay ningún otro registro documental. De ahí la 
importancia de este fondo para la localización de información sobre 
personas desaparecidas. 

La frialdad de los documentos que hemos recogido, expresa con 
nitidez la cara oculta de la represión, aquella que nunca consiguieron ver 
las víctimas y sus familiares.  
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Como consecuencia del golpe militar y la ocupación de los pueblos de la 
provincia, se desató una fuerte represión por los militares sublevados. 
Centenares de nombres empezaron a llenar las listas de desaparecidos. 
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Cuando los jueces instructores buscaron a muchas personas para 
procesarlos, tuvieron conocimiento de que ya habían sido asesinados en 
aplicación de los bandos de guerra. 
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Pocas personas conocieron los mecanismos de la represión. Los familiares 
de muchas víctimas conocieron casi siempre a los ejecutores, pero 
ignoraron donde estaban los responsables. La siguiente secuencia 



 33 

documental narra la aplicación del Bando de Guerra a un vecino de 
Corteconcepción 
 
 

 
 
Una vez cumplimentada la orden por el Comandante Militar, las 
diligencias originales, donde mediante la calificación de “X-2”, se había 
decidido la aplicación del Bando de Guerra a un procesado (X-2 era la 
denominación en clave militar de pena de muerte) eran sustituidas por 
otras donde se eliminaba a la víctima, desapareciendo todo rastro 
documental. 
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En algunos casos, se llevaron a cabo Consejos de Guerra 
“ejemplarizantes”, como el que, con la firma de Queipo de Llano,  
condenó a muerte al diputado Juan Gutiérrez Prieto, ejecutado 
públicamente a las seis de la tarde del 11 de agosto de 1.936, en la meseta 
del Conquero. 
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Unos días después del fusilamiento de Gutiérrez Prieto, 68 onubenses de la 
Columna Minera fueron juzgados en consejo de guerra en Sevilla. 
 

 
 
67 de ellos fueron condenados a la pena de muerte y ejecutados 
públicamente el 31 de agosto de 1.936 en diferentes puntos de la ciudad de 
Sevilla. 
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Las denuncias y delaciones jugaron un importante papel en la represión. 
Anónimas o nominales, todas se tuvieron en cuenta por los militares 
sublevados y fueron alentadas por éstos. 
 

 
 
Estas denuncias llevaron a la muerte en ocasiones a muchas personas. En 
otras, muchas mujeres y hombres fueron vejados y humillados de forma 
pública. 
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Para huir de las represalias muchos izquierdistas se integraron en las 
milicias de Falange, en la Legión o el Ejército sublevado. Más tarde, a la 
mayoría se les instruirían expedientes informativos sobre su conducta. 
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Los fondos de las organizaciones obreras fueron confiscados o entregados 
“voluntariamente” a las autoridades golpistas. 
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Ser miembro de los partidos de derecha o las milicias nacionales, 
constituyó una eficaz garantía en aquellos difíciles momentos. 
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Numerosas personas se lanzaron a la búsqueda de avales o cartas de 
garantías para preservar su impunidad ante la oleada represiva.  
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Los consejos de guerra sumarísimos y la persecución de los 
huidos. 

 
Desde el primer momento hubo consejos de guerra, pero sería a 

partir de marzo de 1.937 cuando éstos cobraron intensidad e importancia 
con la creación del Consejo de Guerra Permanente de Huelva. La 
aplicación de la pena de muerte por los bandos de guerra terminaron, de 
forma oficial, el 28 de febrero de 1.937, pero en Huelva se continuó 
utilizando masivamente este procedimiento durante todo el año, para 
contestar al apoyo que los huidos en las sierras recibían de la población, y 
también para combatir a estos huidos que, con escasos medios, 
desarrollaron acciones de resistencia. Como jefe máximo responsable de 
la represión en este período fue nombrado el teniente coronel Fermín 
Hidalgo Ambrosy. 

De muchos de los centenares de asesinatos que se cometieron en 
esta etapa, quedaron rastros documentales en los procedimientos 
sumarísimos e incluso muchos de ellos estaban ya procesados cuando 
fueron eliminados sin juicio alguno. 

También se registraron numerosos casos de suicidios, muertes en 
fuga y muertes en prisión.  

La dureza de esta segunda etapa represiva quedaría fielmente 
reflejada en los consejos de guerra sumarísimos que se celebraron no 
solamente en la capital, sino también en localidades como Aracena, 
Valverde del Camino, La Palma del Condado, Cortegana, Ayamonte, etc.. 
Más del sesenta por ciento de todos los procedimientos instruidos en 
Huelva se llevaron a cabo en el año 1.937 y en ellos se dictaron las 
condenas más duras. 
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Los terribles bandos de guerra dictados por Queipo de Llano, permitieron 
el asesinato indiscriminado de cientos de personas. 

 

 
 

Hasta el 28 de febrero de 1.937 y mediante este telegrama cifrado, no se 
puso fin a los bandos de guerra. 
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Sin embargo, en Huelva se siguieron practicando durante todo el año 
1.937 y la mayoría de las veces a través de órdenes verbales. 
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La mayoría de las muertes no fueron jamás inscritas en los registros 
civiles. 
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Las denuncias siguieron llevando continuamente a hombres y mujeres a 
prisión Ésta llevó a la muerte a Dolores Arroyo Fernández y José Asuero 
Alcuña, de 65 y 70 años, vecinos de Valverde del Camino. 
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Se llegó al extremo de fusilar a un marinero por pintar con el dedo una hoz 
y un martillo sobre el agua derramada en la barra de un bar.  
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La represión alcanzó tal nivel que hijos de fusilados movilizados en el 
ejército nacional , se despidieron en  Rosal de la Frontera al grito de: 
“Vivan los hijos de los mataos”. 
 

 
 

Las columnas de operaciones continuaron sus batidas en la sierra. 
Destacaría  entre ellas la Harka Robles, integrada en su mayoría por 
huidos capturados y obligados a luchar contra sus compañeros. 
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La gran cantidad de huidos que se refugiaron en la sierra, llevaron a los 
Comandantes Militares a dictar Bandos para su retorno. Las promesas que 
se hicieron fueron repetidamente incumplidas. De todos los ejecutados en 
1937, el 85% se había presentado voluntariamente. 
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Un caso más entre tantos. Francisco José Nadal González, vecino de 
Cumbres Mayores,  fue asesinado el 13 de noviembre de 1.937, por haber 
protestado al ser detenido. 
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La paz fue la victoria 
 

Las esperanzas que se depositaron en el final de la guerra, se vieron 
muy pronto defraudadas. La represión continuó ejerciéndose y, sobre todo, 
a los onubenses huidos que retornaron de lo que fue zona republicana. 
Después de abandonar los campos de concentración en los que fueron 
recluidos y distribuidos por toda España, llegaron a su pueblo natal donde 
fueron nuevamente detenidos. Cientos de ellos, tal y como recogen los 
consejos de guerra, fueron interrogados, procesados y condenados a 
prisión. Para llevar a cabo el procesamiento de tantas personas, el nuevo 
régimen contó con la activa colaboración de Falange y la Iglesia, así como 
con numerosos “voluntarios” que se aprestaron a declarar ante los jueces 
militares.  Las prisiones llenas de reclusos se convirtieron pronto, por el 
hacinamiento y la falta de alimentación adecuada, en centros de muerte 
para cientos de presos. 

Las condenas a muerte siguieron dictándose, aunque, ahora sí, 
fueron inscritas sus defunciones en los registros civiles y sus cuerpos 
enterrados en fosas comunes identificadas.  

A las condenas siguieron los expedientes de Responsabilidades 
Políticas y la puesta en libertad, para muchos, vino acompañada de 
destierros. En aquellos años la represión estuvo unida a la escasez y las 
necesidades económicas. Las  dificultades para encontrar empleo y el 
hambre, hicieron estragos en la década de los cuarenta entre “los rojos”. 
De la represión consiguieron “librarse” los que se exiliaron al extranjero, 
a cambio del doloroso abandono de sus pueblos y raíces. 
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Desde campos de concentración  y depósitos carcelarios, los onubenses 
huidos comenzaron a retornar. Miranda de Ebro, Porta-Coeli (Valencia), 
San Pedro Cardeña), la Plaza de Toros de Santanter, el estadio de fútbol 
Metropolitano de Madrid, Albatera, etc.. Desde todos los puntos de la 
geografía hispana llegaron a sus pueblos. Cáceres, Tíjola, Santa Cruz de 
Mudela, Castellón, San Martín de Pusa, Motilla del Palancar, Labacolla, 
Lerma... 



 53 
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Todos fueron clasificados y detenidos a su vuelta. La mayoría de ellos 
fueron procesados en consejos de guerra sumarísimos. 
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Antes de poner en libertad a un preso, las autoridades locales informaban 
a las prisiones. 
 

 
 
Muchos de ellos murieron en prisión antes de obtener la libertad. 
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La represión continuó y los consejos de guerra siguieron fallando penas de 
muerte. 
 

 
 
Los condenados permanecían durante meses a la espera de una 
conmutación que en ocasiones no llegaba, recibiéndose el “enterado” de 
Franco y dictándose la orden de ejecución. 
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Pero nunca en domingo o festividad religiosa. 
 

 
 
El preso que iba a ser ejecutado, era recluido en capilla unas horas antes. 
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Algunos escribían notas a sus familiares antes de morir, aunque la 
mayoría de las cuales no llegaron a su destino. 
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Entonces se procedía a la ejecución por fusilamiento. 
 
 

 
 

El cadáver era enterrado en las fosas comunes de los cementerios. 
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Anónimos protagonistas 
 
 

Sus viejas fotografías, sus cédulas o carnés, su dinero, etc., nos traen 
el recuerdo de aquellos que fueron protagonistas de unos años tan duros y 
violentos. Sus procesamientos por la justicia militar de los sublevados nos 
enseñan las vicisitudes y avatares que tuvieron que recorrer. La mayoría 
de sus vidas quedaron truncadas para siempre y las heridas jamás 
cicatrizaron.  

Hoy, al mismo tiempo que los documentos permiten, poco a poco, 
reconstruir gran parte de la historia que protagonizaron, recuperar su 
memoria, sus rostros, sus nombres, es un acto de justicia y reparación. 

Sirvan estas imágenes como recuerdo y homenaje a todos ellos. 
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        Manuel Fernández Varela, de Paterna        Juan García García, de El Cerro del 
                              del Campo                                                  Andévalo.   

 

 
      Andrés Baya Campos, de La Palma del     Eduardo Cuaresma Esquivel, de Zufre.  
                            Condado                               
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Ramón López Ruiz, Antonio Rufino Izquierdo y Manuel Alfonso Garzón, de Zufre. El 
primero de ellos condenado a pena de muerte y ejecutado; al segundo le fue conmutada 

la ejecución por reclusión perpetua y el tercero fue condenado a 20 años. 
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Manuel Sancha Delgado, alcalde de Aroche y Manuel Sánchez Pabón, maestro de 
Corteconcepción, enrolados en el Batallón “Río Tinto” 
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Patricio Herrainz González, de Paterna         José López Jaén, de Huelva. 
 

 
Luis Aranaga Santurtun, de Huelva       Domingo Luque Anarte, de Huelva 

 

 
        Manuel Salas Domínguez,  de Bollullos     Reposo Valera Sánchez, de Alájar 
 



 65 

 
Modesto Arias Vázquez, de Huelva.    Moisés Romero Moreno, de Rosal. 

                                    Ejecutado                                      Ejecutado 
 

 
José González Pérez, de Huelva  y  Antonio Gonzálbez Domínguez, de Cartaya 

 

 
Daniel Vázquez Domínguez, de La Nava y Valentín Acebal Domínguez, de Huelva 
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                            Domingo Domínguez Fernández, miliciano de La Nava

                                  enrolado en la columna “España Libre” 
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                             Francisco González Ponce, de Huelva  
 

               
                            Antonio López Camacho, de Bollullos  
 

              
                       Joaquín Anguera Rodríguez, de Encinasola  
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         Francisco Cordero Cortés, de Nerva     Marciano Gálvez Cabezas, de Higuera  

  

 
        Rafael Romero González, de Cortegana     Juan Jaramago Ruiz, de Zalamea  

 

                     
                      Antonio Castellano Segura, de Ayamonte  
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Documentos personales y dinero incautado 
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Cédulas, carnés, documentación intervenida. 
 
 
 
 




